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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece la Sra. Ivette Rosembaum Rivera (en adelante, la 

señora Rosembaum Rivera o la apelante) por medio de un recurso 

de apelación presentado el 27 de junio de 2018.  Nos solicita que 

revisemos una Sentencia dictada el 3 de mayo de 2018 y notificada 

el 30 de mayo de 2018, por el Tribunal de Primera Instancia (en 

adelante, TPI), Sala de Caguas.  En la referida Sentencia, el TPI 

declaró Ha Lugar la Demanda sobre división de la comunidad de 

bienes post ganancial incoada por el Sr. Rodney Durán Caro (en 

adelante, el señor Durán Caro o el apelado), ordenó la venta del 

inmueble en común, y la división por mitad de la ganancia líquida.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

modifica la Sentencia apelada y, así modificada, se confirma la 

misma. 

I. 

La señora Rosembaum Rivera estuvo casada con el señor 

Durán Caro desde el 27 de mayo de 1990 hasta el 29 de abril de 
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1996, bajo el régimen económico de la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales.  Durante el matrimonio, las partes procrearon un hijo, 

hoy mayor de edad.  También, acumularon bienes y deudas.  Tras 

el divorcio, el haber ganancial ha permanecido en una comunidad 

de bienes post ganancial.   

El 20 de junio de 2014, el señor Durán Caro incoó una 

Demanda para dividir la comunidad que originó el pleito de epígrafe.  

Alegó que los bienes muebles que componen la comunidad son los 

siguientes: un Automóvil Isuzu Trooper, año 1990, con un valor que 

estimó en $1,000.00; y un Automóvil Buick Le Sabre, año 1990, el 

cual valoró en $6,000.00.  En cuanto a los bienes inmuebles, 

sostuvo que la única propiedad perteneciente a la Comunidad de 

Bienes está situada en la Urbanización Horizontes, calle Paraíso, 

número D-21, en Gurabo, Puerto Rico.  El valor de esta residencia 

la estimó en $175,000.00.  Expuso que la hipoteca que grava la 

propiedad es la única deuda de carácter ganancial que subsiste, 

cuyo balance aproximado calculó en $49,620.00. 

Igualmente, el señor Durán Caro reclamó créditos a su favor 

por los pagos mensuales que hizo a la hipoteca desde enero de 2013, 

por la cantidad de $784.00.  Manifestó que el crédito en cuanto a 

este renglón lo calcula en una suma aproximada de $6,000.00.  

Además, reclamó otra suma por $5,822.10, correspondiente a los 

atrasos del pago hipotecario en que incurrió la señora Rosenbaum 

Rivera.  Añadió que las partes tenían una cuenta de ahorro con un 

balance de $18,000.00, y que la apelante dispuso unilateralmente 

de estos fondos.  Por lo tanto, reclamó un crédito por $9,000.00, 

cantidad igual a la mitad del total del dinero ahorrado.  

Por su parte, el 4 de marzo de 2015, la apelante presentó una 

Contestación a Demanda y Reconvención.  En la misma, adujo que 

el vehículo Isuzu Rodeo, año 1992, fue adquirido con bienes 

privativos de las partes y que constaba inscrito a nombre suyo.  
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Arguyó que este fue vendido por el apelado después del divorcio por 

la suma de $4,000.00, y que de esta venta no recibió nada.  Por 

ende, reclamó un crédito ascendente a $2,750.00.  Sobre el segundo 

automóvil, alegó que este no existió.  En cuanto el bien inmueble, la 

apelante sostuvo que el pronto para la adquisición de este fue 

pagado con fondos privativos suyos.  En consecuencia, reclamó un 

crédito a su favor por $13,598.92, correspondiente al alegado pronto 

que pagó.  También, solicitó otro por la suma de $88,141.00.  La 

apelante indicó que esta suma corresponde a los pagos de la 

hipoteca que hizo desde 1994, fecha en que se separó del señor 

Durán Caro, hasta agosto de 2012.  Reclamó, además, un crédito de 

$7,687.50, por concepto de pagos de mantenimiento por el mismo 

periodo. 

Sobre la cuenta de ahorro, aclaró que el dinero del cual 

dispuso lo utilizó para la construcción de la marquesina de la 

propiedad.  Alegó que el apelado se llevó el dinero restante, el cual 

calculó en unos $5,762.22.  Reclamó la mitad de dicha cuantía, es 

decir, $2,881.11.  Finalmente, solicitó la mitad del dinero que tiene 

el apelado en sus cuentas de retiro 401K, más la mitad de los Bonos 

de Navidad que recibió. 

Culminados los trámites procesales de rigor, el juicio en su 

fondo se llevó a cabo el 7 de noviembre de 2017 y el 19 de enero de 

2018.  En la misma, testificaron la señora Rosenbaum Rivera y el 

señor Durán Caro.  Surge de la Sentencia apelada que se admitió 

como la prueba documental estipulada por las partes Exhibit I – 

Copia de Sentencia de Divorcio, Demanda y Contestación a 

Demanda E DI1995-0578.  A su vez, por el apelado, se admitió como 

prueba la siguiente: 

Exhibit I – Copia Registro de Pagos al Banco Popular del 
22 de enero de 2013 al 14 de marzo de 2017. 

 

Exhibit II – Copia del récord de atrasos a diciembre 2012 
y pagos sucesivos al banco hipotecario.  
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Por la apelante, se admitió como prueba la siguiente: 

Exhibit I-A – Certificado Manual de Radicaciones 
Planilla Contributiva sobre Ingresos 25-4-2017. 

 
Exhibit I-B – Copia Orden al Departamento de Hacienda 
3-4-17. 

 
Exhibit II – Libreta de Royal Bank de Puerto Rico.  

Cuenta Núm. 10-200855-7 del 8-13-87 al 6-25-93. 
 

Exhibit 3-A – Settlement Statement File 91-1140 
Mortgage 50137299647. 
 
Exhibit 3-B – Addendum Contrato Uniforme Compra-
venta 3-24-91 y Contrato Uniforme. 

 
Exhibit 4 – Copia cheque 2354808 por la cantidad de 
tres mil quinientos cuarenta y ocho con 92 centavos 

($3,548.92) y una hoja de Gastos Totales. 
 

Exhibit 5 – Copias de pagos a la propiedad de la 
Demanda del 4-23-2008 al 12-17-2012. 
 

Exhibit 6 – Copia Demanda C DCM96-219 
Emplazamiento a Ivette Rosenbaum. 

 
Exhibit 7 – Copia Notificación de Sentencia y Sentencia 

CM96219. 
 
Exhibit 8 – Copia Estado de Cuenta Asociación 

Residentes de Horizontes con copia cheque 1224, mil 
quinientos veinticinco ($1,525). 

 
Exhibit 9 – Copia compraventa Isuzu Rodeo a Emérito 
Estada 12 noviembre 1992. 

 
Exhibit 10-A – Libreta Registro Cuenta Banco. 

 
Exhibit 10-B – Chequera Banco Popular de Puerto Rico 

cheques 2503 – 2522. 
 

 Luego de aquilatar la prueba testifical y documental 

presentada ante su consideración, el foro primario emitió las 

siguientes determinaciones de hechos:   

1. El demandante, Rodney Durán Caro, es persona 
mayor de edad, y residente de los Estados Unidos 
de Norteamérica en la actualidad. 

 
2. La demandada, Ivette Rosenbaum Rivera, es 

persona mayor de edad y vecina por residencia de 
Gurabo, Puerto Rico. 

 

3. Ambas partes estuvieron casadas entre sí bajo el 
régimen de Sociedad Legal de Bienes Gananciales 
hasta el 29 de abril de 1996, fecha en que se emitió 

Sentencia en el Caso Número E DI1995-0578 del 
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Tribunal Superior de Caguas.  El matrimonio se 
celebró el 27 de mayo de 1990. 

 
4. Durante el matrimonio las partes procrearon un 

hijo, hoy mayor de edad, y acumularon bienes y 
deudas de carácter ganancial. 
 

5. Luego del divorcio entre las partes, éstos han 
mantenido una Comunidad de Bienes Post 
Ganancial, cuya división objeto de este caso. 

 
6. De los bienes en común no existe controversia de 

que el inmueble localizado en calle Paraíso D-21 
de la Urb. Horizontes en Gurabo, Puerto Rico, fue 
adquirido por ambos, y mantiene un gravamen 

hipotecario. 
 

7. En el referido inmueble ha residido la demandada 
desde casada hasta estas fechas ya que el 
demandante fue el que desalojó la propiedad 

previo a y luego del divorcio. 
 

8. Durante el matrimonio también las partes 

tuvieron una cuenta bancaria en común en el 
Banco Popular habiendo quedado un balance 

sobre el cual ambas partes reclaman crédito. 
 

9. La demandada, previo a su matrimonio con el 

demandante tenía una cuenta de ahorros en Royal 
Bank de Puerto Rico, cuenta número 10200822-7 
la cual permaneció abierta hasta tiempo después 

de casada (por varios años, hasta julio de 1993). 
 

10. Durante el proceso de adquisición de la propiedad 
inmueble se presentó un cheque por la suma de 
trece mil quinientos noventa y ocho dólares con 

noventa y dos centavos ($13,598.92) del banco 
Royal Bank de Puerto Rico, con fecha del 19 de 

agosto de 1991, sobre el cual la demandada 
reclama crédito por alegar ser dinero privativo. 

 

11. La hipoteca de la casa matrimonial fue pagada por 
ambos, así como la cuota de mantenimiento a la 
Asociación de Residentes de la urbanización. 

 
12. Desde la fecha del divorcio se impuso una pensión 

alimentaria, por acuerdo entre las partes, a ser 
pagada por el aquí demandante a favor del hijo 
habido entre éste y la demandada. 

 
13. La referida pensión se impuso por unos mil 

trescientos dólares ($1,300) mensuales, conforme 
la Sentencia emitida el 29 de abril de 1996, por el 
Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Caguas. 
 

14. La demandada fue empleada de una empresa de 

teléfonos desde el 1995 hasta el año 2010.  Desde 
entonces no volvió a trabajar. 
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15. La Asociación de Residentes de la urbanización 
donde ubica el bien inmueble, radicó Demanda 

por Cobro de Dinero, debido al atraso en el pago 
de la cuota de mantenimiento, que sumó entonces 

unos novecientos cincuenta dólares ($950) y otros 
noventa y cinco dólares ($95) de honorarios de 
abogado, conforme Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Municipal de 
Gurabo, en el Caso Número CM96-219 del 6 de 
noviembre de 1997. 

 
16. Dicha deuda fue pagada mediante el cheque 

número 1224 por la suma de mil quinientos 
veinticinco dólares ($1,525) emitido por un 
tercero, pariente de la demandada, por los que 

ésta reclama crédito. 
 

17. La demandada aceptó que dicho cheque lo expidió 
dicho tercero y que ella no había pagado ese 
dinero.  También admitió no haber sometido 

evidencia de su empleo e ingresos a pesar de 
habérsele solicitado en el Descubrimiento de 
Prueba y que ha solicitado créditos sin evidencia 

de haber pagado los dineros por dichos créditos 
reclamados. 

 
18. La hipoteca de la propiedad presentó atrasos en 

sus pagos y el banco hipotecario presentó 

Demanda de Cobro de Dinero y Ejecución de 
Hipoteca contra ambas partes, por atrasos que 
sumaban entonces unos cinco mil ochocientos 

treinta y cuatro dólares con ochenta y dos 
centavos ($5,834.82). 

 
19. Luego de dicha Demanda, el aquí demandante 

puso al día la deuda de la hipoteca (los atrasos) 

pagando al banco hipotecario los cinco mil 
ochocientos treinta y cuatro dólares con ochenta y 

dos centavos ($5,834.82), y asumió el (sic) 
directamente el pago de dicha hipoteca a partir de 
enero de 2013 hasta el presente.  

 
20. El automóvil Isuzu Trooper – Rodeo de 1992 fue 

comprado durante el matrimonio y vendido luego 

del divorcio.   
 

21. El automóvil Buick LeSabre fue retenido y luego 
negociado por la demandada. 

 

22. El Tribunal ordenó tasar la propiedad, fue 
estipulada y presentada por las partes dicha 

tasación en Corte Abierta y admitida.1 
 

A la luz de las determinaciones de hechos antes enumeradas, 

el TPI declaró Ha Lugar la Demanda interpuesta por el señor Durán 

Caro.  Determinó que a cada una de las partes le corresponde una 

                                                 
1 Véase, Sentencia, Exhibit I del Apéndice del recurso de apelación, págs. 5-6. 
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participación del 50% del valor líquido del inmueble.  Además, 

ordenó la venta del inmueble y, a su vez, ordenó a la apelante a 

pagar el “crédito neto del demandante de su participación”.   

Inconforme con el aludido dictamen, la apelante presentó el 

recurso de apelación de epígrafe el 27 de junio de 2018, en el que 

adujo la comisión de los siguientes cinco (5) señalamiento de error: 

Erró el Tribunal al no darle crédito a la apelante por los 
pagos efectuados por ésta a la hipoteca que grava la 
propiedad desde el mes de noviembre de 1994, (fecha 

en la cual el apelado abandonó a la apelante), hasta el 
26 de abril de 1996 (fecha del divorcio). 

 
Erró el Tribunal al no darle crédito a la apelante por los 
pagos efectuados por ésta a la Asociación de Residentes 

de la Urb. Horizontes por concepto de cuotas de 
mantenimiento, desde el mes de noviembre de 1994, 
(fecha en la cual el apelado abandonó a la apelante) 

hasta la fecha del divorcio (26 de abril de 1996). 
 

Erró el Tribunal al no darle crédito a la apelante por los 
pagos efectuados por ésta a la hipoteca que grava la 
propiedad desde la fecha del divorcio, (26 de abril de 

1996) hasta agosto de 2012. 
 
Erró el Tribunal al no darle crédito a la apelante por los 

pagos efectuados por ésta a la Asociación de Residentes 
de la Urb. Horizontes por concepto de cuotas de 

mantenimiento, desde la fecha del divorcio, (26 de abril 
de 1996) hasta el presente. 
 

Erró el Tribunal de forma manifiesta en la 
interpretación de la cuenta 10200855-7 del Royal Bank 

de Puerto Rico, privativa de la apelante, al indicar que 
ésta sólo tiene un crédito a su favor por la cantidad de 
$4,634.91 por concepto del pago de pronto para 

comprar la residencia ganancial. 
 

Por su parte, el 26 de julio de 2018, el señor Durán Caro 

presentó su Contestación a Apelación.  Con el beneficio de las 

comparecencias de las partes, exponemos el derecho aplicable.   

II. 

A. 

La sociedad de bienes gananciales es el régimen matrimonial 

favorecido por nuestro ordenamiento jurídico y tiene como causa, 

no el ánimo de lucro, sino la consecución de los fines particulares 

del matrimonio.  Int’l. Charter Mortgage Corp. v. Registrador, 110 
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DPR 862 (1981).  Durante la existencia de la sociedad de bienes 

gananciales “los cónyuges son condueños y coadministradores de la 

totalidad del patrimonio matrimonial, por lo que ostentan la 

titularidad conjunta de éste sin distinción de cuotas”.  Rosselló Puig 

v. Rodríguez Cruz, 183 DPR 81, 93 (2011).  Por ende, “[s]e reputan 

gananciales todos los bienes del matrimonio, mientras no se pruebe 

que pertenecen privativamente al marido o a la mujer”.  Art. 1307 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 3647.  Del mismo modo, “todas las 

deudas y obligaciones del matrimonio se reputan gananciales a 

menos que se demuestre lo contrario”.  Rosselló Puig v. Rodríguez 

Cruz, supra; Art. 1308 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3661.  Sobre 

el quantum de prueba requerido para rebatir esta presunción, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó, en Espéndez v. Vda. de 

Espéndez, 85 DPR 437, 442 (1962), lo que sigue: 

[…] [E]l peso de la prueba para desvirtuar el presunto 

carácter ganancial de bienes adquiridos a título oneroso 
durante el matrimonio incumbe a quien sustente su 

naturaleza privativa, [...] sino que la prueba debe ser 
completa y suficiente para desvanecerla, y por eso la 
jurisprudencia ha sido exigente, de modo riguroso, en 

cuanto a la calidad y cantidad de prueba que se requiere 
para ello.  (Citas Omitidas). 
 

Conforme al Artículo 1301 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3641, durante el matrimonio serán bienes gananciales los 

adquiridos por título oneroso a costa del caudal común, bien se haga 

la adquisición para la comunidad, bien para uno solo de los esposos, 

los obtenidos por la industria, sueldo o trabajo de los cónyuges o de 

cualquiera de ellos y los frutos, rentas o intereses percibidos o 

devengados durante el matrimonio, procedentes de los bienes 

comunes o de los peculiares de cada uno de los cónyuges.  

Por otro lado, el Artículo 1299 del Código Civil dispone que 

serán bienes privativos aquellos que cada cónyuge: (1) aporte al 

matrimonio como de su pertenencia; (2) adquiera durante el 

matrimonio a título lucrativo por donación, legado o herencia; (3) 
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adquiera por derecho de retracto o permuta con otros bienes que le 

pertenecen privativamente; y (4) aquellos bienes comprados 

exclusivamente con dinero privativo de un cónyuge en particular.  

32 LPRA sec. 3631.  El Tribunal Supremo que, en el caso de los 

bienes privativos de uno de los cónyuges, “[l]a procedencia privativa 

de un bien no pierde tal carácter por el hecho de invertirse 

posteriormente fondos pertenecientes a la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales”.  Torres Vélez v. Soto Hernández, 189 DPR 972, 982 

(2013); Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 DPR 967, 980 (2010). 

De otra parte, al disolverse un matrimonio cuyo régimen 

económico es la sociedad de bienes gananciales, cada cónyuge 

tendrá derecho a la mitad de las ganancias o beneficios obtenidos 

indistintamente por cualquiera de ellos durante la vigencia del 

matrimonio.  Art. 1295 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3621.  La 

disolución de un matrimonio no necesariamente conlleva la 

liquidación automática de los bienes que componen la sociedad de 

bienes gananciales existente entre los cónyuges.  Esto es porque 

“[e]n la práctica, la liquidación de los bienes comunes no se produce 

necesariamente de manera contemporánea al divorcio, sino que tras 

decretarse disuelta la Sociedad Legal de Bienes Gananciales, surge 

una comunidad de bienes ordinaria entre los ex cónyuges”.  Rosselló 

Puig v. Rodríguez Cruz, supra, a las págs. 93-94; Montalván v. 

Rodríguez, 161 DPR 411, 421 (2004).  Dicha comunidad de bienes 

está compuesta por todos los bienes del haber antes ganancial, en 

la cual cada partícipe posee una cuota independiente y alienable con 

el correspondiente derecho a intervenir en la administración de la 

comunidad y a pedir su división.  Montalván v. Rodríguez, supra; 

Calvo v. Aragonés, 115 DPR 219 (1984).   

Ahora bien, la comunidad post ganancial puede extenderse 

indefinidamente hasta que finalmente se liquide la sociedad legal de 

gananciales, (dado que la acción para liquidar la cosa común no 
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prescribe), los comuneros no están obligados a permanecer en 

comunidad.  Art. 334 del Código Civil, 31 LPRA sec. 1279; Montalván 

v. Rodríguez, supra, a la pág. 422.  Por lo tanto, dicha comunidad 

post ganancial se mantiene indivisa hasta que se procede con la 

liquidación de la misma, momento en el cual se requiere realizar un 

inventario actualizado sobre los activos y pasivos que forman parte 

de su patrimonio.  Rosselló Puig v. Rodríguez Cruz, supra; Art. 1316 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 3691.  A tales efectos, el Artículo 1317 

del Código Civil dispone en lo pertinente que:   

El inventario comprenderá numéricamente, para 

colacionarlas, las cantidades que, habiendo sido 
pagadas por la sociedad de gananciales, deban 
rebajarse del capital del marido o de la mujer. 

 
También se traerá a colación el importe de las 
donaciones o enajenaciones que deban considerarse 

ilegales o fraudulentas, con sujeción a la sec. 3672 de 
este título.  31 LPRA sec. 3692. 

 

En atención a lo anterior, para liquidar la sociedad ganancial, 

debe procederse a la formación de un inventario con avalúo y 

tasación.  Rosa Resto v. Rodríguez Solís, 111 DPR 89, 91 (1981); 

Janer Vilá v. Tribunal Superior, 90 DPR 281 (1964).  Una vez 

concluido el inventario, se debe determinar el balance líquido de los 

cónyuges.  Para esto, es necesario pagar las deudas, cargas y 

obligaciones de la sociedad de gananciales, según lo dispuesto por 

el Artículo 1319 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3694.  Después de 

las deducciones al caudal inventariado para satisfacer las 

obligaciones de la extinta sociedad y los gastos por pérdida o 

deterioro de los bienes gananciales, el remanente constituye el 

capital de la comunidad de bienes.  Art. 1320 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 3695.  El sobrante se dividirá por mitad entre marido y 

mujer.  Art. 1322 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3697.   

B. 

Es norma reiterada que, como foro apelativo, no debemos 

intervenir con las determinaciones de hechos que hace un Tribunal 
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de Primera Instancia ni sustituir nuestro criterio por el del juzgador. 

Rivera Menéndez v. Action Service, 185 DPR 431, 448-449 (2012).  

Tal deferencia es necesaria debido a que fue el foro de instancia el 

que tuvo la oportunidad de examinar a los testigos y, por ende, está 

en mejor posición para adjudicar credibilidad.  Ramos Acosta v. 

Caparra Dairy, Inc., 113 DPR 357, 365 (1982); Ortiz v. Cruz Pabón, 

103 DPR 939, 947 (1975). 

Sin embargo, aunque el arbitrio del juzgador de hechos es 

muy respetable, no es absoluto.  Por lo tanto, si la apreciación de la 

prueba fue errónea, no estará inmune ante la función revisora de 

los tribunales apelativos.  Véase, Ramos Acosta v. Caparra Dairy, 

Inc., supra.  Ahora bien, tal deferencia judicial no es de carácter 

absoluto, pues la misma debe ceder ante las posibles injusticias que 

puedan acarrear unas determinaciones de hechos que no estén 

sustentadas por la prueba desfilada ante el foro primario.  Pueblo v. 

Irizarry, 156 DPR 780, 797, 798 (2002).  Conforme a tal principio, 

los foros apelativos podremos intervenir con la apreciación de la 

prueba testifical que haga el juzgador de los hechos cuando haya 

mediado pasión, prejuicio o parcialidad, o error manifiesto.  Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 772 (2013); Rodríguez, et 

al. v. Hospital, et al., 186 DPR 889, 908-909 (2012).  Igualmente, se 

podrá intervenir con la apreciación de la prueba cuando, luego de 

un examen detenido de la misma, el foro revisor se convenza que el 

juzgador descartó injustificadamente elementos probatorios 

importantes o que fundamentó su criterio en testimonios de escaso 

valor o inherentemente improbables.  C. Brewer P.R., Inc. v. 

Rodríguez, 100 DPR 826, 830 (1972); Pueblo v. Luciano Arroyo, 83 

DPR 573, 581 (1961). 

Solamente podremos intervenir cuando la apreciación de la 

prueba no represente el balance más racional, justiciero y jurídico 

de la totalidad de la prueba y cuando se distancie “de la realidad 
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fáctica o ésta [es] inherentemente imposible o increíble”.  González 

Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 777 (2011); Pueblo 

v. Santiago et al., 176 DPR 133, 148 (2009).  Una excepción a la 

regla de deferencia antes aludida ocurre cuando las determinaciones 

de hechos se apoyan exclusivamente en prueba documental o 

pericial.  En esas instancias, los tribunales apelativos estamos en 

idéntica posición que el foro primario al examinar ese tipo de 

prueba.  Dye-Tex de P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., 150 DPR 658, 662 

(2000). 

En síntesis, si no percibimos que el foro primario ha cometido 

un error manifiesto en la aplicación del derecho, que existan indicios 

de pasión, prejuicio o parcialidad en la apreciación de la prueba, no 

nos corresponde sustituir su juicio por el nuestro. González 

Hernández v. González Hernández, supra. 

Conforme al marco jurídico detallado previamente, atendemos 

las controversias esbozadas en el recurso que nos ocupa. 

III. 

En sus primeros cuatros señalamientos de error, la apelante 

adujo que el TPI incidió al no aceptar la evidencia que esta presentó 

para probar que fue ella la que pagó la hipoteca desde el 1994 hasta 

el 2012, al igual que los pagos de mantenimiento del mismo periodo.  

Alegó que, de los récords del Banco Popular y de la Asociación de 

Residentes, Horizontes, Inc., así como de los testimonios de las 

partes, se desprende que los pagos hechos durante el referido 

periodo fueron realizados por esta.  Por consiguiente, concluyó que 

el foro de instancia erró en la apreciación de la prueba, al no 

reconocerle crédito alguno por los pagos efectuados.   

Sin embargo, luego de un examen minucioso del expediente 

de autos, advertimos que la apelante no presentó una transcripción 

o una exposición narrativa de la prueba oral vertida en el juicio en 

su fondo, según mandata la Regla 19 (A) del Reglamento de este 
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Tribunal.  4 LPRA Ap. XXII-B R. 19 (A).  Resulta imprescindible 

subrayar que, ante señalamientos relacionados con la apreciación 

de la prueba, la parte que recurre está obligada a presentar una 

transcripción de la prueba oral, una exposición estipulada o una 

exposición narrativa de la prueba de manera que el tribunal 

apelativo esté en posición de ejercer su función revisora.  Reglas 19, 

20, 76 y 76.1 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B R. 19, 20, 76 y 76.1. 

Por virtud de lo anterior, al no presentar una transcripción de 

la prueba oral desfilada en el juicio, la señora Rosembaum Rivera 

no nos puso en posición para dilucidar si incidió o no el foro 

sentenciador al no reconocer los créditos solicitados por esta.  

Consecuentemente, nos tenemos que limitar a las determinaciones 

de hechos probados por el TPI.  Así pues, al evaluar la prueba 

documental sometida, encontramos que las determinaciones de 

hechos están sustentadas por los documentos en el expediente.  

Como bien determinó el tribunal a quo en la Sentencia apelada, de 

la evidencia documental no surge quién hizo los pagos durante el 

periodo señalado.  Por consiguiente, no encontramos que el foro 

primario haya errado al determinar que no hubo prueba que 

corroborara las alegaciones de la apelante.   

En su quinto y último señalamiento de error, la apelante 

planteó que el tribunal sentenciador incidió al no concederle un 

crédito por la cantidad de $13,598.92.  En torno a este particular, 

dicha suma de dinero se retiró de su cuenta de banco, que era 

privativa, para utilizarse como pago del pronto para la compra de la 

vivienda conyugal.  Sostuvo que la determinación del TPI, de 

concederle un crédito de tan solo $4,634.91, era una errada.  Esto 

así, debido a que, justo antes de contraer matrimonio, su cuenta 

reflejaba un balance de $10,963.23.  A raíz de ello, adujo que el foro 

de instancia le debió reconocer por lo menos un crédito a su favor 
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por la cantidad de $8,964.01, y no dividir esta suma por mitad 

después de concluir que era de naturaleza ganancial.   

Cabe destacar que el registro de la cuenta de ahorro número 

10-200455-7, de Royal Bank de Puerto Rico, a la que hace referencia 

la apelada, revela que, a la fecha de 20 de febrero de 1990, el balance 

de la cuenta ascendía a $10,782.28.  Este balance aumentó el 2 de 

noviembre de 1990, cuando la entidad bancaria sumó los intereses 

devengados para un total de $11,163.23.  A esta fecha, las partes ya 

estaban casadas.  A partir de ese momento, hubo depósitos y retiros 

en la cuenta en cuestión, hasta su cierre el 25 de junio de 1993.  No 

obstante, la prueba sometida no revela si estos depósitos fueron 

hechos con dinero privativo de la señora Rosembaum Rivera o 

provinieron de dinero ganancial, por lo que se presume la 

ganancialidad de los fondos.  Art. 1307 del Código Civil de Puerto 

Rico, supra; Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, 196 DPR 884, 901 

(2016); Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, supra. 

Esta norma del Código Civil de Puerto Rico establece que “[s]e 

reputan gananciales todos los bienes del matrimonio, mientras no 

se pruebe que pertenecen privativamente al marido o a la mujer”.  

Art. 1307, supra.  No obstante, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha reconocido el patrimonio individual de cada cónyuge separado 

del de la Sociedad Legal de Gananciales.  García v. Montero Saldaña, 

107 DPR 319, 335 (1978).  Por lo tanto, en los casos en donde se 

reclame que un bien particular es privativo, “[e]l título de origen será 

lo determinante, independientemente de los cambios o 

modificaciones que tales bienes experimenten”.  Id. 

Según la doctrina civil, “[s]on bienes propios de cada uno de 

los cónyuges: (1) Los que aporte al matrimonio como de su 

pertenencia […]”.  Art. 1299 del Código Civil de Puerto Rico, supra; 

Torres Vélez v. Soto Hernández, supra, a las págs. 981-982.  Ante 

reclamaciones sobre la procedencia privativa de un bien, la parte 
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que alega debe presentar prueba suficiente que demuestre la 

naturaleza de los fondos con que se adquirió la propiedad.  Torres 

Vélez v. Soto Hernández, supra, a la pág. 984; Espéndez v. Vda. De 

Espéndez, supra.  El peso de la prueba le corresponde a quien 

sostiene el carácter privativo del bien.  García v. Montero Saldaña, 

supra. 

En el caso de autos, la apelante presentó el registro de la 

cuenta de ahorros que tenía antes de contraer matrimonio para 

probar el carácter privativo de la suma de $13,598.92, que reclamó.  

De esta evidencia surge claramente que, antes de la fecha del 

casamiento con el apelado, la señora Rosembaum Rivera tenía un 

balance de $10,782.28, que aportó al matrimonio de su peculio.  

Ahora bien, los fondos que reflejaba la cuenta posterior a la 

celebración del matrimonio se presumen gananciales.  Art. 1307 del 

Código Civil, supra.  Para derrotar esta presunción, la apelante debió 

presentar prueba suficiente.  Torres Vélez v. Soto Hernández, supra; 

Espéndez v. Vda. de Espéndez, supra.  Sin embargo, esta no 

presentó prueba que controvirtiera la presunción de ganancialidad 

de esos fondos.  En consecuencia, su alegación sobre la naturaleza 

privativa de los $13,598.92, no procede en derecho. 

No obstante, aunque en principio la determinación del 

tribunal sentenciador es correcta, en cuanto a que los fondos 

reclamados por la señora Rosembaum Rivera se presumían 

gananciales, la división de $8,964.01, para acreditarle a la apelante 

la suma de $4,634.91, fue errada.  Ello así, debido a que este 

balance de $8,964.01, es el que reflejaba la cuenta de ahorro antes 

del retiro de los $13,598.92, para la compra del inmueble conyugal.  

No hay duda de que estos fondos se presumen gananciales y que la 

apelante no presentó prueba en contrario para rebatir esta 

presunción.  Art. 1307 del Código Civil, supra; García v. Montero 

Saldaña, supra.  Por ende, de este dinero no había nada que 
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acreditar a la apelante, ya que la cuenta fue cerrada antes de 

decretarse el divorcio entre las partes.   

Por último, de la prueba documental sometida y admitida en 

evidencia por el foro a quo, quedó probado que, al momento del 

matrimonio entre las partes, en la cuenta en controversia existía un 

balance por la suma de $10,782.28, que la apelante aportó de su 

peculio al matrimonio y que no perdió su naturaleza privativa por 

haberse mezclado con fondos gananciales.  Torres Vélez v. Soto 

Hernández, supra; Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, supra.  Por lo 

tanto, concluimos que a la señora Rosembaum Rivera le 

corresponde un crédito por esta cantidad, $10,782.28.  Así pues, 

procede que modifiquemos la Sentencia aquí impugnada a tales 

fines.    

IV. 

En mérito de lo anterior, se modifica la Sentencia a los efectos 

que se reconozca un crédito a favor de la señora Rosembaum Rivera 

por la suma de $10,782.28.  Así modificada, se confirma la misma. 

 Lo acordó y ordena el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 


